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Bogotá, 14 de Agosto de 2014

Doctor 

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador

Procuraduría General de la Nación

Ciudad

Asunto: Queja Disciplinaria. 
MARÍA SANDRA MORELLI RICO mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía número 51.751.461 expedida en Bogotá, portadora de la tarjeta profesional número 55.956 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura y actualmente CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA, nombrada por el Congreso de la República y posesionada ante el Presidente de la República según Acta de Posesión No. 043 de fecha 30 de Agosto de 2010, de manera respetuosa e invocando los preceptos normativos de que trata la Ley 734 de 2001, solicito que se investigue la posible comisión de una falta disciplinaria del señor Vicefiscal General de la Nación JORGE FERNANDO PERDOMO TORRES y los Fiscales del Grupo de Investigaciones Especiales asignadas del Fiscal General al Vicefiscal General de la Nación, con fundamento en los argumentos que a continuación paso a exponer:

I. Consideraciones Generales 
Sea lo primero enunciar, que el precedente jurisprudencial Constitucional ha resaltado, que la actividad del ente acusador, es decir de la Fiscalía General de la Nación en cabeza del señor Fiscal y de contera de los funcionarios que obran como subalternos y hacen parte de dicha entidad, debe guiarse por los principios rectores que modulan la actividad procesal y corresponden a los de lealtad, objetividad y corrección. 
Al respecto y dadas las particularísimas situaciones ocurridas en fechas presentes, en lo que respecta a los pronunciamientos emitidos por los medios de comunicación y respecto a la vinculación de la suscrita como CONTRALORA GENERAL DE LA REPÚBLICA en investigaciones de índole penal, considero de manera tajante que ni el señor Vicefiscal General de la Nación ni los funcionarios (fiscales) del Grupo de Investigaciones Especiales asignadas del Fiscal General al Vicefiscal General de la Nación, actúan bajo los principios arriba señalados, ni participan de los atributos ya indicados. 
Prueba de ello lo constituyen las siguientes circunstancias mediáticas que me permitiré referenciar en lo que sigue, que dan cuenta de la ausencia de lealtad procesal y objetividad dentro de las investigaciones en curso y que vulneran, el principio de reserva procesal penal  en la etapa de investigación, al respecto de relevancia resulta el siguiente aparte jurisprudencial: 
“(…) ETAPA DE INVESTIGACION EN EL PROCESO PENAL-Debe ser reservada salvo para las víctimas de los delitos

 

Pese a que la etapa de investigación se caracteriza por ser reservada, para efectos de garantizar los derechos de las víctimas de los delitos a la verdad, justicia y reparación, la Corte Constitucional ha señalado que dicha limitación al principio de publicidad no las puede cobijar y que, por el contrario, las víctimas pueden conocer las actuaciones adelantadas por la Fiscalía dirigidas a averiguar la verdad de lo sucedido, de ahí que si bien es cierto la ley podía establecer la reserva de la investigación previa para salvaguardar la eficacia de la justicia, los derechos a la intimidad y al buen nombre del investigado, no lo es menos que no podía excluir a la parte civil, como era anteriormente denominada, porque afectaría de manera desproporcionada el núcleo esencial de los derechos de las víctimas (…)”
. (Negrillas y cursiva ajena al texto). 
Corolario de lo anterior, es que la etapa de la investigación sea reservada respecto de la comunidad o la sociedad en general, teniendo como excepción únicamente a las víctimas, quienes pueden conocer de las diligencias dirigidas a indagar sobre la verdad de lo sucedido. 
Se entiende entonces, que en este caso los medios de comunicación no podrían conocer a lo sumo en detalle, los aspectos específicos que hacen parte dentro de una investigación penal, ni podrían tampoco los funcionarios del ente investigador, dar opinión o manifestar opinión respecto de asuntos que atañan al proceso, pues ello no sólo atentaría contra los derechos fundamentales al buen nombre del investigado, en este caso de la suscrita, sino que además cercenaría el derecho de defensa y debido proceso dentro de la  actuación judicial, así como la presunción de inocencia a la que tengo derecho. 
II. Hechos

Si bien las noticias sobre mi caso son comúnmente filtradas por los fiscales a los medios de comunicación, en los dos últimos días la situación es realmente alarmante y atentatoria inclusive con mi derecho a la intimidad y seguridad, así por ejemplo, en la noticia EXCLUSIVA CARACOL, de fecha 13 de Agosto de 2014, disponible en el vínculo web http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/piden-medida-de-aseguramiento-para-la-contralora-morelli/20140813/nota/2365727.aspx , se afirma que la Fiscalía General de la Nación me imputará cargos por la celebración de cuatro (04) contratos sin cumplimiento de requisitos y peculado por apropiación en favor de terceros. 
Lo que llama la atención, es que la periodista Darcy Quinn revelara con exactitud iguales argumentos a los señalados en el “Informe de Auditoría Especial al traslado de las sedes centrales de la Contraloría General de la República y del Fondo de Bienestar Social” y que obedecen a la observación No. 2, página 44; presunto hallazgo del que la Auditoría debió hacer traslado al Ente Acusador y que haría parte de las diligencias reservadas dentro de la investigación. 
La referida noticia señaló que la Fiscalía General de la Nación determinó que el cambio de sede de la CGR se basó en razones como las del helipuerto, vidrios sin blindaje y riesgos por ataques terroristas, argumentos idénticos (a pie de letra) a los citados en el referido informe, así como la mención específica a contratos. 

Cuestión similar ocurre con la noticia revelada por el TIEMPO en fecha 13 de Agosto de 2014 y disponible en el vínculo web http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/piden-medida-de-aseguramiento-para-la-contralora-morelli/20140813/nota/2365727.aspx , entre un sin número más que me permito adjuntar en medio físico y que prueban además que fuentes directas de la  Fiscalía General de la Nación, de manera continua han manifestado su opinión y han suministrado detalles específicos sobre el asunto material del proceso. 
El día de hoy 14 de Agosto de 2014, en la emisión de 6AM HOY POR HOY
, Darcy Quinn, revela supuestos nexos de la Contraloría con el hacker Andrés Sepúlveda y con la cuestionada sala de interceptaciones conocida como Andrómeda, tomando nuevamente como fuente directa los dichos del ente investigador y publicando datos específicos, como presupuesto destinado para la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico y nuevamente la mención de contratos suscritos. 

Para los efectos aquí pretendidos, relacionaré únicamente las noticias que preceden, aclarando que en el curso del año se han publicado en medios comunicación noticias similares, que tal como lo he sostenido en el transcurso de este escrito, demuestran las opiniones sostenidas por la Fiscalía General de la Nación en cabeza de quienes dirigen dichas investigaciones, incurriendo no sólo en causales de impedimentos y recusaciones de que trata el artículo 56 del Código de Procedimiento Penal y que serán objeto de trámite antes las instancias respectivas, sino  violando además la debida reserva de las investigaciones, motivo por el que me permito presentar la presente denuncia. 
III. Fundamentos Jurídicos
Bajo estas circunstancias, los citados funcionarios inobservaron la normatividad que continuación se cita: 
“(…) LEY 734 DE 2002

CAPITULO SEGUNDO
Deberes
Artículo  34. Deberes. Son deberes de todo servidor público:

1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente.

Los deberes consignados en la Ley 190 de 1995 se integrarán a este código.

(…) 

 2. Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función. 

(…) 

4. Utilizar los bienes y recursos asignados para el desempeño de su empleo, cargo o función, las facultades que le sean atribuidas, o la información reservada a que tenga acceso por razón de su función, en forma exclusiva para los fines a que están afectos.

5. Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos.
CAPITULO TERCERO

Prohibiciones

Artículo  35. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido:

1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la Constitución, los tratados internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y los contratos de trabajo.

(…)

21. Dar lugar al acceso o exhibir expedientes, documentos o archivos a personas no autorizadas.

LIBRO II

PARTE ESPECIAL

T I T U L O U N I C O

LA DESCRIPCION DE LAS FALTAS DISCIPLINARIAS EN PARTICULAR

CAPITULO I
Faltas gravísimas

Artículo  48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes:

(…)

47. Violar la reserva de la investigación y de las demás actuaciones sometidas a la misma restricción.

(…)

60. Ejercer las potestades que su empleo o función le concedan para una finalidad distinta a la prevista en la norma otorgante (…)”. 

Así las cosas, de conformidad con los fines que prescribe el artículo 74 de la Constitución Política de Colombia, cierto es, que son los funcionarios públicos y los particulares que ejercen funciones públicas o presten servicios públicos, a quienes les corresponde el deber de permitir el acceso a los documentos o a la información pública que requieran los titulares de esos derechos. 

No obstante, la publicidad de la información encuentra limites, que se circunscriben precisamente al respeto de principios constitucionales como la reserva procesal cuyo fin último es el de proteger precisamente, derechos de orden fundamental como lo son el debido proceso, el derecho de defensa y la presunción de inocencia, prerrogativas éstas de las que gozo no sólo como ciudadana en ejercicio, sino principalmente como vinculada o indiciada dentro de las investigaciones penales que cursan en mi contra y que tal como queda expuesto, violan toda garantía procesal. 
V. Petición

Solicito dar trámite a esta investigación disciplinaria, habida cuentas de las especialísimas circunstancias que rodean las investigaciones que cursan en mi contra por parte de la Fiscalía General de la Nación y en cabeza del señor Vicefiscal y el grupo de fiscales designados, puesto que el respecto a las garantías constitucionales de las que soy acreedora se está viendo cercenado por las situaciones que aquí he expuesto. 

Atentamente, 

SANDRA MORELLI RICO

C.C. No. 51.751.461
� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-049 de 2008.


� Disponible en el siguiente vínculo web �HYPERLINK "http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/contraloria-habria-tenido-nexos-con-andromeda-y-hacker-andres-sepulveda/20140814/nota/2367073.aspx"�http://www.caracol.com.co/noticias/judiciales/contraloria-habria-tenido-nexos-con-andromeda-y-hacker-andres-sepulveda/20140814/nota/2367073.aspx�
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